
TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL/ Improsperidad al presentarse una situación fáctica que no concuerda con la realidad 
“Con la respuesta que brindó la funcionaria judicial accionada acompañada del documento que acredita su información, no son necesarias mayores elucubraciones para definir que el amparo propuesto no está llamado a la prosperidad, pues, si una acción de esta estirpe, como se anunció, tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en el caso concreto, no hay de dónde colegir una situación semejante, sencillamente, porque si se ha aludido a una aparente demanda identificada con el número de radicación `2015-331´, pero sin que exista tal actuación, por lo menos no entre las partes que se mencionan en la demanda, ni en ese despacho judicial, cualquier pedimento cae de su propio peso.”
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Acta N° 108 de marzo 3 de 2016
Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público. 
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, actuando en su propio nombre, presentó acción de tutela contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de eta ciudad, en la que aduce la violación de los derechos “al debido proceso, la igualdad y la debida administración de justicia”, cuya protección depreca. Y pide, además, “Se orden al tutelado DE MANERA INMEDIATA ADMITIR y dar tramite a MI ACCION Popular, amparado en el artículo 16 ley 472 DE 1998 y manifestando que decido presentar mi acción en  el DOMICILIO DE LA ENTIDAD ACCIONADA EN LA VIRGINIA RDA A PREVENCION … O EN SU DEFECTO SE ORDENE CONCEDER MI APELACION ANTE EL TRIBUNAL” (Sic); se ordene a la accionada aportar copia de la tutela a la acción popular; escanear copia de su tutela y del fallo a un correo electrónico; brindarle copia física de toda la acción;  darle trámite a acción de tutela contra la Defensoría del Pueblo de Caldas; ordenarle a la accionada aportar copia de todas las pruebas pedidas y que el fallo, en caso de ser favorable, se extienda a todas las acciones populares en donde la accionadas haya actuado de igual manera. 
  



Dijo en su escrito que presentó la acción popular que quedó anotada en el despacho judicial accionado con la radicación “2015-331”, misma que fue rechazada por competencia; presentó reposición y en subsidio apelación para que se tramitaran en el domicilio de la entidad accionada en la ciudad de Pereira, pero no se repuso y se negó la alzada, cuando esta, acorde con posición del Consejo de Estado es viable, y el trámite de la acción, insiste, debe ser en el domicilio de la entidad, como lo escogió, amparado en el artículo 16 de la Ley 472 de 1998, y el juzgador no puede convertirse en sucedáneo de su elección.

Se dispuso el trámite respectivo y la vinculación del Ministerio Público y la Defensoría del Pueblo. El Juzgado señaló que el expediente con radicado número “2015-331”, al que se refiere la presente demanda, corresponde a una acción de tutela en contra de Colpensiones, iniciada por María del Socorro Castaño Rendón, sin que el despacho se haya declarado incompetente para conocer de la misma, y aportó impresión del respectivo registro de Siglo XXI que da cuenta de ello. La Defensoría del Pueblo, por su parte, dio cuenta de sus responsabilidades para con el grupo poblacional del país y señaló que en el evento de demostrarse lo afirmado por el accionante, debe prosperar la. De otro lado, la Procuraduría señaló que su intervención está restringida a la protección de derechos colectivos dentro de la actuación que le sea notificada. 
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.
  



En el caso presente, se acude en procura de los derechos fundamentales “al debido proceso, igualdad y debida administración de justicia”, bajo la premisa de que la parte accionada rechazó la acción popular que radicó allí bajo el número “2015-331” sin tener en cuenta que ya la Corte Suprema de Justicia ha resuelto sobre el particular, acerca de que puede demandar a prevención, y además, no se concedió la alzada propuesta contra ese proveído.

   



Con la respuesta que brindó la funcionaria judicial accionada acompañada del documento que acredita su información, no son necesarias mayores elucubraciones para definir que el amparo propuesto no está llamado a la prosperidad, pues, si una acción de esta estirpe, como se anunció, tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en el caso concreto, no hay de dónde colegir una situación semejante, sencillamente, porque si se ha aludido a una aparente demanda identificada con el número de radicación “2015-331” , pero sin que exista tal actuación, por lo menos no entre las partes que se mencionan en la demanda, ni en ese despacho judicial, cualquier pedimento cae de su propio peso.
   


 
Razón más que suficiente para negar el amparo pretendido.

 



En cuanto a la solicitud de que se escanee copia de su tutela y del fallo a su correo electrónico, se tiene que de todo lo actuado se le envía al demandante copia al correo electrónico suministrado para recibir notificaciones personales; tampoco tiene cabida, por infundada, la solicitud de ordenarle al jugado accionado que aporte copia de la tutela a la acción popular, tanto más, frente a lo que se acaba de reseñar. Ahora, por ser procedente, por secretaría y a su costa, podrán expedirse las copias físicas requeridas.

  



Respecto a la petición de que tramite tutela contra la Defensoría del Pueblo de Caldas, se tiene que (i) el libelo no está dirigido en su contra, sino del Juzgado Segundo Civil del Circuito local; (ii) los hechos no vinculan a esa entidad, pues no fue ante ella que se promovió la acción popular cuyo impulso pretendía en esta ciudad; (iii) el demandante tiene expedita la vía para acudir directamente a la ciudad de Manizales para formular la acción de tutela, que no debería ser más que una, a propósito de las numerosas ya interpuestas y conocidas por la Sala, contra la Defensoría del Pueblo, previa indicación clara al juez competente de las razones por las cuales debe procederse en su contra; (iv) estima la Sala que debe desterrarse la idea del demandante de que todos los jueces del país, pero particularmente los del eje cafetero, debemos atender cada una de sus amañadas peticiones, para suplir las cargas mínimas que a él le incumben y que no cumple, producto de lo cual se viene generando una parálisis en los despachos judiciales, y no solo en ellos, sino que, de rebote, también se trastornan las actividades de otras dependencias, como la Procuraduría, la Defensoría del Pueblo, las Alcaldías, entre otras. 

DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NIEGA el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta ciudad, a la que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público. 

A costa del interesado, expídanse las copias solicitadas.

Se niegan las demás pretensiones invocadas.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

 



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS   
              DUBERNEY GRISALES HERRERA
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